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			LECCIÓN 1

			LA NORMA JURÍDICA Y EL ORDENAMIENTO JURÍDICO*


			SUMARIO: I. LA IDEA DEL DERECHO. DERECHO OBJETIVO Y DERECHO SUBJETIVO. II. LA NORMA JURÍDICA. 1. Concepto y características. 2. Estructura de la norma jurídica; norma y disposición. 3. Principales clasificaciones de las normas jurídicas. 3.1. Generales y particulares. 3.2. Comunes y especiales. 3.3. Normales y excepcionales. 3.4. Prescriptivas y permisivas. 3.5. Imperativas y dispositivas. 4. La eficacia general de la norma jurídica. III. EL ORDENAMIENTO JURÍDICO: CONCEPTO Y CARACTERES. 1. Concepto y caracteres. 2. Principios rectores del ordenamiento jurídico español. 2.1. Principio democrático. 2.2. Principio de legalidad. 2.3. Principio de seguridad jurídica. 2.4. Principios materiales: libertad, igualdad y dignidad de la persona. 3. Sectores del ordenamiento jurídico: Derecho público y Derecho privado. 3.1. Sectores o ramas del Derecho público. 3.2. Sectores o ramas del Derecho privado. 3.3. Sectores o ramas de ubicación dudosa. BIBLIOGRAFÍA BÁSICA. EJERCICIOS DE AUTOEVALUACIÓN. ESQUEMA: LA NORMA JURÍDICA Y EL ORDENAMIENTO JURÍDICO.

			I. LA IDEA DEL DERECHO. DERECHO OBJETIVO Y DERECHO SUBJETIVO

			La vida en sociedad conlleva la necesidad de su propia organización. Esta necesidad se pone especialmente de manifiesto en la aparición habitual de conflictos entre sus integrantes. La composición de estos conflictos, o la evitación anticipada de los que puedan generarse, se logra a través del establecimiento o fijación de reglas de comportamiento u organización social. Estas reglas pueden ser de muy diversa naturaleza y origen. El hombre en sociedad, con independencia del grado de evolución de ésta, vive rodeado de reglas y de normas diversas, como pueden ser las de educación o de urbanidad, las morales o las religiosas, o los simples usos sociales. Con todas ellas los individuos pretenden organizar su vida en sociedad. Entre estas normas existen algunas que presentan unas características especiales. Se trata de las normas jurídicas.

			De este modo, surge el Derecho como sistema de normas, de normas jurídicas, cuya función, tradicionalmente, ha sido considerada muy diversa. Así, se considera que el Derecho presenta una función integradora al tratar de mitigar los elementos potenciales de conflicto y de resolución de los mismos; igualmente, presenta una función de orientación social, ya que permite a los individuos conducirse en sus actuaciones con la seguridad que proporciona el cuadro normativo. El Derecho proporciona legitimación al poder, al determinar organismos, funciones y competencias que le son atribuidas; y, sobre todo, fija el conjunto de derechos y obligaciones de los ciudadanos y de los sujetos que intervienen y participan en la sociedad.

			El Derecho cabe entenderlo en sentido objetivo, como la regla o directriz dirigida a unos determinados destinatarios (potencialmente a todo ciudadano sometido a un determinado ordenamiento jurídico) a los que prescribe o impone un cierto comportamiento (Derecho objetivo); o bien, en sentido subjetivo, como las posibilidades que ostentan los ciudadanos de ejercitar determinados poderes para la satisfacción de unos intereses que les son propios, según el arbitrio, aunque no sea absoluto ni indiscriminado, de la voluntad de aquéllos (Derecho sub- jetivo).

			Si la idea del Derecho como Derecho objetivo (conjunto de reglas) no parece plantear problemas, la concepción del Derecho como Derecho subjetivo no es tan simple y merece una aclaración preliminar.

			El Derecho subjetivo se ha considerado y caracterizado por la doctrina, tradicionalmente, como un poder jurídico, una posibilidad de actuación ante una determinada realidad social, pues no existe una definición o descripción legal de lo que debemos entender por derecho subjetivo.

			El concepto de derecho subjetivo se resuelve en su historia. De las aportaciones de la Escuela del Derecho Natural racionalista (siglos XVII y XVIII) se deducía que el Derecho subjetivo era puesto en un lugar de preeminencia frente al Derecho objetivo, que era, principalmente, una creación del Estado. Esta concepción quedó plasmada en dos textos fundamentales del naciente liberalismo, la Constitución y el Código Civil, textos encaminados a salvaguardar por encima de cualquier otro valor, el del individuo.

			En este contexto se formula como explicación del derecho subjetivo la llamada teoría de la voluntad: el Derecho subjetivo es la potestad o señorío de la voluntad privada, protegido y acogido por el ordenamiento jurídico. El Derecho subjetivo es un poder de la voluntad relevante en el terreno de lo jurídico. La formulación de dicha teoría va ligada a los grandes maestros pandectistas, SAVIGNY y WINDSCHEID.

			Pronto tal concepción habría de entrar en crisis. La razón no fue otra que el declive de las concepciones liberales primitivas sobre la sociedad y el Estado.

			En este nuevo marco, el derecho subjetivo no puede ser sólo el reino de la voluntad de los particulares, sino que debe responder a la satisfacción de intereses que la sociedad considere merecedores de protección porque también contribuyen a la realización de la vida social. El derecho subjetivo no es concebido como un poder de la voluntad, cualquiera que sea el contenido de ésta, sino como un poder tutelable en la medida en que está fundado en un interés digno de protección. Surge así una distinta explicación del derecho subjetivo que se conoce con el nombre de teoría del interés, vinculada a R. v. IHERING.

			La evolución no se detiene ahí. La aparición de la cuestión social y los movimientos obreros traen como consecuencia el primado de la finalidad social a la hora de ejercitar los derechos subjetivos, que sólo se consideran protegibles si responden a una función social. El ejercicio de derechos comporta deberes, deberes sociales para el cumplimiento de una función social. Dicha formulación, teoría de la función social, ha quedado unida al nombre del francés DUGUIT.

			Por todo ello, el derecho subjetivo, la vulgar expresión «tener derecho a...», no es otra cosa que: 1) una situación de poder (legitimación), 2) cuya titularidad recae en un sujeto, 3) que le proporciona un conjunto de facultades, y al tiempo deberes, descritos en lo que se denomina contenido esencial, establecido por la ley, 4) que se proyectan, bien sobre una cosa (entonces recibe el nombre de derecho real), o sobre la conducta (activa u omisiva) de otro sujeto o persona (recibiendo el nombre de derecho de crédito), y, 5) cuyo ejercicio debe realizarse de acuerdo con la función social que despliega, obteniéndose de este modo un fin determinado (interés) digno de ser tutelado por el ordenamiento jurídico.

			II. LA NORMA JURÍDICA

			1. CONCEPTO Y CARACTERÍSTICAS


			Como hemos visto, el Derecho objetivo hace referencia al conjunto de reglas, o normas, dirigidas a unos determinados destinatarios (potencialmente a todo ciudadano sometido a un determinado ordenamiento jurídico) a los que prescribe o impone un cierto comportamiento. Entre estas normas existen algunas que presentan unas características especiales. Se trata de las normas jurídicas.

			Las normas jurídicas se caracterizan o singularizan frente a los otros tipos de reglas sociales por su conexión con el poder. La sociedad se organiza localizando centros de poder con capacidad para imponer las soluciones o reglas que se consideran pertinentes y necesarias. De este modo, las normas jurídicas pueden concebirse como normas de organización del poder y normas de regulación de los comportamientos de los miembros del grupo social, que se caracterizan porque su observancia puede ser impuesta coactivamente por el propio poder que las crea (o en su caso, por otro poder que tenga atribuido este cometido).

			Así, podríamos definir la norma jurídica como aquella regla de organización y comportamiento social cuya observancia puede ser impuesta coactivamente por el poder público.

			Sus características serían las siguientes:

			a)	Las normas jurídicas son obligatorias, es decir, contienen mandatos obligatorios, prescriben comportamientos, tanto en sentido afirmativo o positivo («haga usted esto») como negativo (son las llamadas normas prohibitivas: «no haga usted esto»). Esta característica no las singulariza especialmente, ya que la compartirían con otras normas no jurídicas.

			b)	Las normas jurídicas se caracterizan, a diferencia de las normas no jurídicas, por su coercibilidad, que es tanto como afirmar que pueden imponerse coactivamente (algo que pone de manifiesto la antedicha conexión entre norma jurídica y poder).

			c)	Las normas jurídicas se caracterizan por su formulación. Quiere decir que no se deciden sobre la marcha o sólo para un caso concreto (como sucedería en la adopción de cualquier acto administrativo), sino que se establecen para la generalidad. El hecho de que las normas jurídicas estén formuladas posibilita la consecución de una vieja aspiración de los sistemas jurídicos como es la certeza del Derecho.

			d)	Las normas jurídicas se caracterizan también por su abstracción. Esta nota distintiva ha de considerarse una consecuencia de la anterior. Las normas jurídicas se formulan de un modo general y abstracto. El sujeto destinatario de las normas jurídicas se suele describir de forma indefinida e impersonal: «El que…» o «Aquel que…».

			2. ESTRUCTURA DE LA NORMA JURÍDICA; NORMA Y DISPOSICIÓN


			Las normas jurídicas contienen, como hemos dicho, prescripciones y mandatos que tienen por destinatarios a los individuos que viven en una sociedad o comunidad. Las normas jurídicas suelen contener, como manifestación de su carácter coercible, la reacción que se producirá como consecuencia de la contravención del mandato obligatorio que establece. En definitiva, tratan de prever situaciones o comportamientos que se pueden producir en la realidad, determinando los efectos que llevan aparejados.

			Este contenido típico de las normas jurídicas se estructura habitualmente valiéndose de un instrumento básico de la Lógica como es el silogismo. El silogismo jurídico —un silogismo adaptado al ámbito de lo jurídico— se compone de dos elementos: el supuesto de hecho y la consecuencia jurídica. El supuesto de hecho, como el mismo término indica, no es otra cosa que la descripción de unos hechos, la acotación de una parcela de realidad, normalmente de una conducta. La consecuencia jurídica que acarrean estos hechos se recoge también en la norma. Esta consecuencia jurídica puede ser muy variada: la concreción de unos determinados efectos o la imposición de una pena, por ejemplo. Una muestra sencilla de silogismo jurídico sería el artículo 1.902 CC: «El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, viene obligado a reparar el daño causado». El supuesto de hecho se identifica con facilidad: «El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia...», así como la consecuencia jurídica: «viene obligado a reparar el daño causado».

			Puede existir la idea preconcebida de que esta estructura se recoge de manera perfecta y acabada en una única norma jurídica (art. 1.902 CC, por ejemplo). Sin embargo, el silogismo jurídico puede recogerse en varias disposiciones normativas que conformarían todas ellas una norma jurídica completa. Un ejemplo de norma jurídica que no puede ser conformada por una única disposición sería la regulación en nuestro CC de la rescisión de los contratos en los artículos 1.290 a 1.297. El artículo 1.290 CC, que dispone que «Los contratos válidamente celebrados pueden rescindirse en los casos establecidos por la ley», tiene que ser necesariamente completado con otros preceptos para que pueda establecerse el supuesto de hecho y las consecuencias jurídicas de la rescisión. El supuesto de hecho, los contratos que son rescindibles, son los descritos básicamente en los artículos 1.291 y 1.292 CC (por ejemplo, en el n.º 1 del art. 1.291 «Los contratos que pudieren celebrar los tutores sin autorización judicial, siempre que las personas a quienes representan hayan sufrido lesión en más de la cuarta parte del valor de las cosas que hubieren sido objeto de aquéllos»). La consecuencia jurídica, es decir, el ejercicio de la llamada acción rescisoria y los efectos de la rescisión propiamente hablando, se prevé en diversos preceptos: artículos 1.294, 1.295, 1.298 y 1.299 CC (en concreto, el art. 1.295.1 CC establece que «La rescisión obliga a la devolución de las cosas que fueron objeto del contrato con sus frutos, y del precio con sus intereses; en consecuencia, sólo podrá llevarse a efecto cuando el que la haya pretendido pueda devolver aquello a que por su parte estuviese obligado»).

			3. PRINCIPALES CLASIFICACIONES DE LAS NORMAS JURÍDICAS


			Pueden identificarse diversos tipos o clases de normas jurídicas, en función de diversos criterios.

			3.1. Generales y particulares

			En atención del ámbito territorial de vigencia y aplicación de las normas jurídicas pueden identificarse unas normas jurídicas generales aplicables a todo un territorio, normalmente el nacional o estatal, y normas jurídicas particulares que tienen vigencia sólo en una parte del mismo. Esta clasificación encaja perfectamente con la distinción entre Estado y Comunidades Autónomas, a partir de la Constitución Española de 1978. El Derecho estatal sería un Derecho general y el Derecho de cada Comunidad Autónoma —que tienen, no debe olvidarse, capacidad legislativa— sería un Derecho particular.

			3.2. Comunes y especiales

			La distinción entre normas jurídicas comunes y normas jurídicas especiales viene determinada por las características que deben reunir los sujetos que protagonizan las relaciones jurídicas que son objeto de regulación por parte de éstas.

			En el caso de las primeras, las comunes, se trata de relaciones jurídicas que pueden ser protagonizadas por cualquier persona, sin necesidad de que ésta reúna algún requisito o condición especial que la singularice respecto a otras. El Derecho civil es un ejemplo claro de este tipo de normas.

			Las normas jurídicas especiales en cambio son aquellas que regulan relaciones jurídicas en las que los sujetos que intervienen deben presentar una determinada cualidad o condición. Una muestra de este tipo de normas sería el Derecho mercantil aplicable sólo a relaciones jurídicas protagonizadas por un sujeto que reúne la cualidad de empresario.

			3.3. Normales y excepcionales

			Las normas jurídicas normales regulan situaciones normales o habituales. Las excepcionales regulan situaciones extraordinarias. No se trata de una distinción meramente teórica o dogmática. Así, se hace referencia a la excepcionalidad en el artículo 4.2 CC: «Las leyes penales, las excepcionales y las de ámbito temporal no se aplicarán a supuestos ni en momentos distintos de los comprendidos expresamente en ellas».

			3.4. Prescriptivas y permisivas

			Esta clasificación —y la siguiente, la que diferencia entre normas jurídicas imperativas y dispositivas— se establece en función del ámbito de libertad que tiene el individuo, el sujeto destinatario de la norma jurídica, para seguir o no lo previsto en la norma.

			Las normas jurídicas prescriptivas imponen necesariamente a los sujetos la observancia de un determinado comportamiento, de forma que éstos no pueden sustraerse a la aplicación de las mismas. Las normas prescriptivas, suele ser habitual, pueden conformarse en forma de prohibición de hacer. En este caso se las llama prohibitivas. Así, normas prescriptivas serían, por ejemplo, el artículo 500.1 CC que establece que «El usufructuario está obligado a hacer las reparaciones ordinarias que necesiten las cosas dadas en usufructo», o el artículo 1.779 CC: «El depositante está obligado a reembolsar al depositario los gastos que haya hecho para la conservación de la cosa depositada y a indemnizarle de todos los perjuicios que se le hayan seguido del depósito».

			Las normas jurídicas permisivas autorizan a los sujetos a realizar o no los comportamientos previstos en las mismas. Les atribuyen en definitiva la facultad de realizar la conducta o la actuación prevista en la norma. Una muestra de norma permisiva sería el artículo 32 CE: «El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica», o también el artículo 1.730 CC: «El mandatario podrá retener en prenda las cosas objeto del mandato hasta que el mandante realice la indemnización y reembolso de que tratan los dos artículos anteriores».

			3.5. Imperativas y dispositivas

			Esta clasificación se establece también en función del ámbito de libertad del individuo frente a las normas jurídicas, si bien la facultad de sustraerse se pone de manifiesto en un momento distinto del de la clasificación anterior. En este caso la capacidad del individuo para no aplicar la norma jurídica se manifiesta una vez que ha incurrido en el supuesto de hecho que desencadena la aplicación de la misma.

			En las normas jurídicas imperativas a quien incurre en el supuesto de hecho se le aplica sin posibilidad de elección, es decir, sin que pueda excluirse de la aplicación de las mismas. Un ejemplo de normas jurídicas imperativas serían los preceptos que en el CC regulan los requisitos del matrimonio, artículos 44 a 48. Una vez que los futuros esposos deciden contraer matrimonio no pueden disponer de los requisitos, ignorándolos o sustituyéndolos por otros. No se puede decidir, por ejemplo, la inaplicación del artículo 46 que prevé que «No pueden contraer matrimonio: 1.º Los menores de edad no emancipados. 2.º Los que estén ligados con vínculo matrimonial».

			En el caso de las normas jurídicas dispositivas, su aplicación puede ser sustituida por una reglamentación diferente. La previsión de la norma es subsidiaria o supletoria de aquella de la que se dota o proporciona el propio sujeto. Por ejemplo, el artículo 1.171 CC sería una norma dispositiva al señalar que: «El pago deberá ejecutarse en el lugar que hubiese designado la obligación. No habiéndose expresado y tratándose de entregar una cosa determinada, deberá hacerse el pago donde ésta existía en el momento de constituirse la obligación. En cualquier otro caso, el lugar del pago será el domicilio del deudor».

			4. LA EFICACIA GENERAL DE LA NORMA JURÍDICA


			Siguiendo al maestro DE CASTRO, son tres los efectos que la doctrina atribuye a la norma jurídica: 1) eficacia obligatoria; 2) eficacia sancionadora; y, 3) eficacia constitutiva.

			1. Eficacia obligatoria: El artículo 9.1 CE sujeta a «los ciudadanos y a los poderes públicos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico». La función que tiene el Derecho de ordenar la convivencia en sociedad conlleva la sujeción al ordenamiento y el deber de cumplir lo establecido en la norma con la finalidad de lograr esa función.

			Existe, por tanto, el deber jurídico de cumplimiento de lo previsto en la norma. Los destinatarios de la norma tienen que ajustar su comportamiento a lo dispuesto en ella.

			El carácter obligatorio de las normas jurídicas presupone que las mismas hayan sido objeto de la necesaria publicidad, con objeto de que todos los ciudadanos tengan la posibilidad de conocer su contenido. La publicación se realiza mediante los diferentes Diarios y Boletines Oficiales (Boletín Oficial del Estado, Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma, Diario Oficial de la Unión Europea…) en función de que se trate de una norma estatal, autonómica o comunitaria.

			No obstante, una vez publicada la norma, su obligatoriedad no se hace depender del conocimiento efectivo que cada uno de los destinatarios pueda tener de la misma, ya que ello sería contrario a las más elementales exigencias de la seguridad jurídica. Por eso, el artículo 6.1 CC dispone que «la ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento». No obstante, el mismo precepto añade que «el error de derecho producirá únicamente aquellos efectos que las leyes determinen». Ahora bien, el carácter obligatorio de la norma jurídica viene mediatizado por el carácter imperativo o dispositivo de la misma. Así, la norma imperativa no deja margen de actuación, mientras que la dispositiva puede ser modulada por la autonomía de la voluntad de los particulares; de tal manera que la norma dispositiva sólo se aplica cuando los propios sujetos implicados no hayan decidido regular de un modo distinto sus intereses.

			Igualmente, la eficacia obligatoria de la norma impone no sólo un deber de observancia a los sujetos a los que va dirigida la norma, sino que, como ya advirtiera DE CASTRO, se impone a todos un deber general de respeto y colaboración de la situación jurídica que se ha creado; o como señala el profesor LACRUZ, «imponen a la generalidad el deber de abstenerse de interferir la esfera de derechos ajena».

			2. Eficacia sancionadora: Junto a la obligatoriedad, la norma jurídica se caracteriza por su coercibilidad; ello significa que, en caso de infracción de la norma, se puede imponer una sanción al infractor. Constituye el necesario complemento a la eficacia obligatoria (deber jurídico de cumplimiento), esto es, la consecuencia (sanción, en un sentido general) que el ordenamiento jurídico liga a la inobservancia de la norma.

			Producida la infracción, procede la imposición de una sanción. Las sanciones previstas por el ordenamiento jurídico pueden ser de varios tipos: a) Sanciones penales: Son las sanciones más graves, ya que pueden suponer incluso la privación de la libertad; sólo pueden ser aplicadas por los Tribunales penales cuando se pruebe que un sujeto ha cometido un delito o una falta tipificada en el Código Penal. Las sanciones penales están estrictamente sujetas al principio de tipicidad. b) Sanciones administrativas: De menor gravedad que las penales, pueden ser impuestas por la Administración en caso de que el administrado incumpla sus deberes. También están sujetas al principio de tipicidad, y pueden tener un contenido diverso: imposición de multas, retirada de licencias…; y, c) Sanciones civiles: en el ámbito de las relaciones entre particulares, el incumplimiento de los deberes y obligaciones impuestos por la Ley, o por los contratos celebrados, lleva también aparejada la imposición, por parte de los Tribunales civiles, de sanciones que pueden tener diferentes contenidos, y que no están sujetas al principio de tipicidad en términos tan estrictos como las anteriores. Por ejemplo, además del cumplimiento forzoso de las obligaciones, cuando sea posible podrá imponerse la obligación de indemnizar los daños y perjuicios causados, o el cumplimiento por equivalente. Asimismo, ante el incumplimiento voluntario, los Tribunales podrán imponer la ejecución forzosa. Igualmente, ante un incumplimiento obligacional se podrá promover cualquiera de los tipos de ineficacia regulados en nuestro ordenamiento, nulidad radical, anulabilidad o rescisión, o de acuerdo con las circunstancias del caso, la resolución. En determinados casos, la infracción de deberes puede llevar consigo la pérdida de ciertos derechos (por ejemplo, la pérdida de los derechos sucesorios, del derecho de alimentos por razón de parentesco o de la patria potestad). En el ámbito concreto de los contratos y negocios jurídicos en general, el artículo 6.3 del Código Civil se refiere a la nulidad de pleno derecho como sanción general por la infracción de normas imperativas o prohibitivas: «Los actos contrarios a las normas imperativas y a las prohibitivas son nulos de pleno derecho, salvo que en ellas se establezca un efecto distinto para el caso de contravención».

			3. Eficacia constitutiva: La norma jurídica toma una parte o sector de la realidad social y en cuanto la regula dotándola de consecuencias jurídicas, la transforma en realidad jurídica. Como señalara DE CASTRO: «los actos y situaciones acomodadas a la norma son jurídicamente protegidas, aseguradas y reconocidas; se ordena el estado de las personas y la pertenencia de los bienes, nacen relaciones jurídicas, se conceden facultades y se atribuyen derechos subjetivos».

			III. EL ORDENAMIENTO JURÍDICO: CONCEPTO Y CARACTERES

			1. CONCEPTO Y CARACTERES


			Es un hecho constatable con facilidad la existencia de una pluralidad de normas jurídicas. Igualmente puede constatarse que las normas jurídicas se aplican en un determinado espacio y un determinado tiempo, ya que están destinadas a organizar la vida en sociedad de unos individuos, una sociedad o comunidad que se desenvuelve en unas coordenadas de espacio (territorio) y tiempo.

			Estos elementos permiten deducir fácilmente un concepto de ordenamiento jurídico como conjunto organizado y sistemático de normas jurídicas que rigen para una determinada comunidad o sociedad en un momento determinado.

			Debe insistirse en que se trata de un conjunto ordenado, sistemático y organizado.

			Como caracteres del ordenamiento jurídico pueden señalarse los siguientes:

			a)	El ordenamiento jurídico se caracteriza por la existencia de un criterio de pertenencia que permite determinar las normas jurídicas que lo componen. Como concreciones de este criterio de pertenencia estaría la llamada teoría de las fuentes del Derecho y las reglas relativas a la vigencia de las normas jurídicas.

			b)	El ordenamiento jurídico se caracteriza por su complejidad, pero al mismo tiempo por su coherencia. El carácter complejo del ordenamiento se manifiesta en la existencia de normas elaboradas en diferentes épocas, provenientes de diversos ámbitos de poder o formuladas de distinto modo (la norma jurídica legal se fórmula por escrito, mientras que la consuetudinaria, la costumbre, no). Pese a esta complejidad el ordenamiento debe aspirar a la coherencia, a través de la necesaria presencia de unos principios o criterios que le permitan dotarse de orden y sistema.

			c)	El ordenamiento jurídico se caracteriza igualmente porque debe ser pleno y completo. No puede afirmarse que lo sea, dado que la perfección no es posible, pero sí debe exigirse como mínimo la aspiración del ordenamiento a lograrlo, evitando la existencia de lagunas en el mismo.

			Esta aspiración del ordenamiento es la que explica el artículo 1.7 CC que establece que «Los Jueces y Tribunales tienen el deber inexcusable de resolver en todo caso los asuntos de que conozcan, ateniéndose al sistema de fuentes establecido». En orden a esta aspiración el ordenamiento organiza jerárquicamente la aplicación de las distintas normas jurídicas en su artículo 1.3 CC: «La costumbre sólo regirá en defecto de ley aplicable…», y artículo 1.4 CC: «Los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de ley o costumbre...», o prevé la aplicación analógica de éstas a supuestos diversos de los contemplados en ellas en su artículo 4.1 CC: «Procederá la aplicación analógica de las normas cuando éstas no contemplen un supuesto específico, pero regulen otro semejante entre los que se aprecie identidad de razón».

			d)	Del ordenamiento jurídico suele afirmarse su carácter único. Sin embargo, esta característica puede ser matizada, ya que depende en gran media del punto de vista que se adopte. Si se piensa, por ejemplo, en el caso de un ciudadano español destinatario de normas jurídicas provenientes de la Unión Europea, de normas jurídicas estatales y de normas jurídicas autonómicas, puede plantearse que cada uno de estos grupos de normas constituyan un ordenamiento jurídico, lo más razonable y admitido, o bien que exista una especie de macroordenamiento jurídico integrado por normas de tan diversa procedencia.

			2. PRINCIPIOS RECTORES DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL


			La existencia de unos principios rectores del ordenamiento jurídico puede plantearse como una necesidad, dada la evidente complejidad del mismo. Esta complejidad se supera en parte dotando al ordenamiento de la coherencia que le proporcionan fundamentalmente unos principios que rigen la existencia, la conformación y el contenido de las normas jurídicas. Estos principios se localizan, con mayor o menor claridad, en todas las normas jurídicas que configuran un ordenamiento.

			En el caso del ordenamiento jurídico español estos principios se encuentran recogidos principalmente en la Constitución Española de 1978. Esta norma jurídica de carácter legal ocupa una posición fundamental y preeminente en nuestro ordenamiento. En ella, además de establecerse el catálogo de derechos y libertades de los ciudadanos, se organizan y articulan los poderes públicos. En todo ello se manifiesta el carácter fundamental y especial de la Constitución para el ordenamiento.

			2.1. Principio democrático

			Este principio se articula en torno a la idea de que el poder emana del pueblo y que éste, por tanto, constituye la razón última de las normas jurídicas. Se manifiesta con diversa intensidad según el tipo de norma jurídica de que se trate. Así, en las normas jurídicas legales el principio democrático se percibe en el hecho de que éstas son elaboradas en parlamentos democráticos. En este sentido, el principio democrático es congruente con las previsiones constitucionales del sufragio universal (art. 23.1 CE) o de existencia de los partidos políticos (art. 6 CE).

			2.2. Principio de legalidad

			Se trata de otro de los principios que otorgan coherencia a nuestro ordenamiento jurídico. La CE garantiza expresamente el principio de legalidad (art. 9.3 CE). Para su enunciación puede usarse el artículo 9.1 CE: «Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico». Este sometimiento al imperio del Derecho comprende a los ciudadanos, pero también a los poderes públicos, principales protagonistas, directos o indirectos, en la creación de las normas jurídicas.

			2.3. Principio de seguridad jurídica

			En el artículo 9.3 CE se establece que la Constitución garantiza también la seguridad jurídica. La aspiración a la certeza del Derecho es algo deseable para cualquier ordenamiento jurídico. Que las normas jurídicas sean ciertas y no dudosas es algo que debe perseguirse para hacer accesible y seguro el ordenamiento a los sujetos destinatarios del mismo.

			Esta vieja aspiración del Derecho se concreta además en diversas circunstancias o aspectos, también garantizados por el artículo 9.3 CE. En este precepto se garantizan la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos y la prohibición de arbitrariedad de los poderes públicos.

			2.4. Principios materiales: libertad, igualdad y dignidad de la persona

			En nuestra CE se recogen otra serie de principios que inciden sobre el contenido material de las normas jurídicas. Quiere decir que también para el contenido de éstas, no sólo en el modo de crearse o elaborarse, o en la forma de presentarse en el ordenamiento jurídico, existen en la CE principios rectores que dotan de coherencia al ordenamiento jurídico. En este sentido, de acuerdo con el artículo 10 CE no serían admisibles en nuestro ordenamiento jurídico normas contrarias a la dignidad de la persona, o que impidiesen el libre desarrollo de la personalidad.

			Por otra parte, las normas jurídicas deben ser escrupulosamente respetuosas con el principio de igualdad, consagrado en el artículo 14 CE. Cualquier norma jurídica del tipo que fuese que incluyese una discriminación por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, no puede tener cabida, si no es modificada, en nuestro ordenamiento jurídico.

			3. SECTORES DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO: DERECHO PÚBLICO Y DERECHO PRIVADO


			Es evidente que el contenido de las normas jurídicas varía según el tipo de conflicto o problema que tratan de resolver, o en el mejor de los casos según el tipo de realidad que tratan de organizar. No son lo mismo las normas que tratan de regular el tráfico por carretera que aquellas que se ocupan de regular el intercambio de cosas mediando un precio, es decir, la compraventa. Este contenido diverso de las normas jurídicas, determinado por la diversidad de relaciones sociales que son objeto de su regulación, permite agruparlas o presentarlas formando sectores materiales dentro de cualquier ordenamiento jurídico.

			A este respecto, tradicionalmente se ha articulado como summa divisio de las normas jurídicas la que permite identificarlas como de Derecho privado o de Derecho público. Éstos serían los dos grandes sectores en los que puede dividirse el ordenamiento, y, aunque su fundamento, es discutido y acaso difícil de precisar, la existencia de estos dos ámbitos con características diferenciales es ampliamente aceptada.

			La distinción entre Derecho privado y Derecho público ha sido abordada histórica, y todavía actualmente, a partir de diversos criterios delimitadores:

			En primer lugar, el criterio del objeto. Las normas de Derecho público se ocuparían de la organización de los poderes públicos y sobre todo de las relaciones entre los poderes públicos y de las relaciones entre éstos y los particulares. Por el contrario, como es previsible, las normas jurídicas de Derecho privado regularían las relaciones entre particulares, ya se consideren individualmente ya se consideren integrados en las llamadas organizaciones sociales (personas jurídicas normalmente).

			En segundo lugar, se ha utilizado el llamado criterio de interés. En el Derecho público es reconocible (y prevalece) el interés de la comunidad o interés público, mientras que en el Derecho privado lo es el interés del particular.

			En tercer lugar, se toma como criterio distintivo la posición que ocupan los sujetos en la relación. Así, en el ámbito del Derecho público unos sujetos (esencialmente la Administración) asume una posición de superioridad frente a otros (imperium), mientras que, en el marco del Derecho privado, los sujetos se encuentran en situación de igualdad.

			En cuarto lugar, se utiliza el carácter de las normas para diferenciar al Derecho público del Derecho privado. De este modo, se han entendido de ius cogens las normas de Derecho público, como normas imperativas que no pueden alterarse o modificarse por la voluntad de los destinatarios; mientras son de carácter dispositivo las normas de Derecho privado, esto es, prevalece la autonomía de los particulares, actuando la norma jurídica con dicho carácter dispositivo, supletorio de la voluntad individual. Pero, no cabe duda, en Derecho privado también hay normas imperativas o de ius cogens, que no admiten pacto en contrario entre los particulares; y, en Derecho público hay normas donde la imperatividad no es absoluta.

			Más allá de la mayor o menor solidez e infalibilidad de estos criterios, algo que evidentemente no puede sostenerse, a grandes rasgos sirven todavía para identificar generalmente qué es Derecho público (o de Derecho público) y qué es Derecho privado (o de Derecho privado).

			De este modo, es opinión común considerar que el Derecho privado regula, en definitiva, las relaciones que afectan a las personas consideradas de manera individual, en términos de igualdad entre ellas, y partiendo, en el ejercicio de las mismas, de su libertad o autonomía privada. El Derecho público, en cambio, se ocupa fundamentalmente de las relaciones que afectan a los poderes públicos y de su actividad, donde no se suele dar esa equiparación o igualdad con otros sujetos.

			No obstante, la realidad actual del tráfico jurídico económico somete a una permanente revisión a estos criterios, llegándose a hablar de una privatización del Derecho público y de una publificación del Derecho privado. Fenómenos como la utilización de fórmulas societarias (la sociedad anónima, por ejemplo) por parte de las Administraciones públicas; o la intervención de la administración en el control del clausulado de un contrato, por ejemplo en los denominados contratos de adhesión (el contrato de suministro de luz o agua), tienen difícil explicación con la aplicación lineal y sin matices de los criterios diferenciadores expuestos.

			Sea como fuere, puede seguir sosteniéndose para nuestro ordenamiento jurídico la existencia de dos grandes sectores o ramas como son el Derecho público y el Derecho privado.

			En el seno de éstos se localizarán a su vez, más específicamente, otros sectores o ramas del Derecho. En concreto, la división que puede hacerse es la siguiente:

			3.1. Sectores o ramas del Derecho público

			1)	Derecho constitucional: cuyas normas se encargan del estudio de la norma básica y fundamental del Estado: la Constitución. Regula la forma de Estado, su organización territorial, la forma de gobierno, el reconocimiento y la garantía de los derechos fundamentales y las libertades públicas de los ciudadanos, la constitución económica de la sociedad. En tanto que es Ley fundamental, es, además, parámetro para determinar la validez de las normas que componen el ordenamiento jurídico, pues tales normas pueden ser declaradas inconstitucionales por el Tribunal Constitucional si contradicen a la Constitución.

			2)	Derecho administrativo: configura el conjunto de normas que regula el funcionamiento del Estado como poder administrador, las relaciones entre los distintos órganos y su relación con los particulares.

			3)	Derecho financiero y tributario: se ocupa de regular las relaciones de los ciudadanos con la Hacienda Pública, relaciones que en la práctica se concretan en el deber de pagar los impuestos aplicables en cada caso.

			4)	Derecho penal: comprende las normas que regulan las conductas (delitos y faltas) que merecen un mayor reproche social, y son castigadas normalmente con penas privativas de libertad. La tipicidad es la característica básica de la norma penal, ésta significa que no cabe delito ni pena si la conducta concreta no se encuentra descrita, «tipificada», en la norma.

			5)	Derecho procesal: contiene las normas a las que deben ajustarse los procedimientos que regulan el ejercicio de las acciones ante los tribunales de justicia, y las reglas que rigen la actuación de estos últimos en el ejercicio de su actividad jurisdiccional.

			3.2. Sectores o ramas del Derecho privado

			1)	Derecho civil: regula las relaciones entre particulares, ya sean personas físicas o jurídicas, o de éstas con los poderes públicos cuando éstos actúan como sujetos de Derecho privado. Indudablemente, en apartados posteriores clarificaremos el concepto.

			2)	Derecho mercantil: se ocupa de regular los «actos de comercio» que constituyen la actividad típica de los comerciantes, es decir, los que llevan a cabo los distintos operadores en el mercado.

			3.3. Sectores o ramas de ubicación dudosa

			1)	Derecho del trabajo: se encarga de regular las relaciones entre empresarios, en su faceta de «empleadores» y sus trabajadores.

			2)	Derecho internacional público: rige las relaciones entre los Estados y las organizaciones internacionales.

			3)	Derecho internacional privado: trata de regular las relaciones entre particulares con elementos internacionales (por ejemplo, determinación de la ley aplicable a un contrato entre un vendedor español y un comprador italiano).

			4)	Derecho comunitario o de la Unión Europea, de gran importancia, pues constituye Derecho aplicable en nuestro Estado, y queda configurado por la totalidad de las normas emanadas del Parlamento europeo, así como de sus Tratados constitutivos.

			La presencia en estos sectores de normas jurídicas que, de acuerdo con los criterios tradicionales, son tanto de Derecho público como de Derecho privado justifica su dudosa ubicación, al tiempo que ratifica las dudas expresadas sobre la infalibilidad de los criterios diferenciadores.
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			EJERCICIOS DE AUTOEVALUACIÓN

			1)	¿Qué es una norma jurídica?

			2)	Enumere las características de las normas jurídicas.

			3)	¿Qué es el silogismo jurídico?

			4)	Establezca si los siguientes sectores del ordenamiento jurídico son normas jurídicas comunes o especiales: Derecho administrativo, Derecho penal, Derecho procesal y Derecho tributario.

			5)	Determine el carácter prescriptivo o permisivo del siguiente precepto: «El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio conforme a las disposiciones de este Código» (art. 44 CC).

			6)	Concepto de ordenamiento jurídico.

			7)	Las normas de urbanidad (por ejemplo, las del uso de los cubiertos en la mesa), ¿pertenecen al ordenamiento jurídico?

			8)	¿Puede afirmarse que el ordenamiento jurídico es pleno y completo?

			9)	¿Qué quiere decir que el ordenamiento jurídico es complejo y coherente?

			10)	¿Qué significa que el ordenamiento jurídico está presidido por el principio democrático?

			11)	Explique el principio de seguridad jurídica.

			12)	¿En qué medida afecta al ordenamiento jurídico el llamado principio de igualdad?

			13)	¿Qué significa que las normas jurídicas que integran el ordenamiento jurídico español responden al llamado principio democrático?

			14)	¿Cuáles son los criterios principales para diferenciar el Derecho privado y el Derecho público?

			15)	El Derecho del trabajo: ¿es de Derecho privado o de Derecho público?

			 

			
				
					
							
							La norma jurídica y el ordenamiento jurídico

						
					

				
			

			
				
					
							
							LA IDEA DEL DERECHO

						
							
							✓El Derecho como sistema de normas jurídicas.

							✓Derecho objetivo: conjunto de reglas.

							✓Derecho subjetivo: Constituye, 1) una situación de poder (legitimación), 2) cuya titularidad recae en un sujeto, 3) que le proporciona un conjunto de facultades, y al tiempo deberes, descritos en lo que se denomina contenido esencial, establecido por la ley, 4) que se proyectan, bien sobre una cosa (entonces recibe el nombre de derecho real), o sobre la conducta (activa u omisiva) de otro sujeto o persona (recibiendo el nombre de derecho de crédito), y, 5) cuyo ejercicio debe realizarse de acuerdo con la función social que despliega, obteniéndose de este modo, un fin determinado (interés) digno de ser tutelado por el ordenamiento jurídico.

						
					

					
							
							LA NORMA JURÍDICA. CONCEPTO

						
							
							✓Regla de organización y comportamiento social cuya observancia puede ser impuesta coactivamente por el poder público.

						
					

					
							
							CARACTERES

						
							
							✓Obligatoriedad.

							✓Coercibilidad.

							✓Generalidad.

							✓Abstracción.

						
					

					
							
							CLASIFICACIÓN

						
							
							✓Generales y particulares.

							✓Comunes y especiales.

							✓Normales y excepcionales.

							✓Prescriptivas y permisivas.

							✓Imperativas y dispositivas.

						
					

					
							
							EFICACIA GENERAL DE LA NORMA JURÍDICA

						
							
							✓Obligatoria.

							✓Sancionadora.

							✓Constitutiva.

						
					

					
							
							EL ORDENAMIENTO JURÍDICO

						
							
							✓Conjunto organizado y sistemático de normas jurídicas que rigen para una determinada comunidad o sociedad en un momento determinado.

						
					

					
							
							CARACTERES

						
							
							✓Criterio de pertenencia.

							✓Complejidad y coherencia.

							✓Plenitud.

							✓Único.

						
					

					
							
							PRINCIPIOS RECTORES

						
							
							✓Principio democrático.

							✓Principio de legalidad.

							✓Principio de seguridad jurídica.

							✓Principios materiales: Libertad, igualdad y dignidad de la persona.

						
					

					
							
							SECTORES DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO

						
							
							✓Derecho Público:

							•Derecho constitucional.

							•Derecho administrativo.

							•Derecho Financiero y Tributario.

							•Derecho Penal.

							•Derecho Procesal.

							✓Derecho Privado:

							•Derecho Civil.

							•Derecho Mercantil.

							✓Ubicación dudosa:

							•Derecho del Trabajo.

							•Derecho Internacional Público.

							•Derecho Internacional Privado.

							•Derecho Comunitario o de la Unión Europea.
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			LECCIÓN 2

			LAS FUENTES DEL DERECHO*


			SUMARIO: I. LAS FUENTES DEL DERECHO. CONCEPTO Y CLASES. II. EL SISTEMA DE FUENTES DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL: LAS FUENTES DEL DERECHO CIVIL COMÚN. III. LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978. IV. EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COMU- NITARIO. V. LA LEY. 1. Concepto. 2. Clases de leyes en el ordenamiento jurídico español. 2.1. Ley orgánica. 2.2. Ley ordinaria. 2.3. Leyes de las Comunidades Autónomas. 2.4. Leyes marco. 2.5. Normas con rango de ley: decretos-leyes y decretos legislativos. VI. LOS REGLAMENTOS DE LA ADMINISTRACIÓN. BIBLIOGRAFÍA BÁSICA. EJERCICIOS DE AUTOEVALUACIÓN. ESQUEMA: LAS FUENTES DEL DERECHO.

			I. LAS FUENTES DEL DERECHO. CONCEPTO Y CLASES

			La expresión fuente del Derecho es una metáfora jurídica. Literalmente fuente es el lugar de donde fluye o mana algo. Si aplicamos este concepto al Derecho y a las normas jurídicas podemos entender por fuente del Derecho el lugar donde éste se encuentra o donde éste puede localizarse.

			A pesar de su aparente sencillez y claridad, este concepto puede resultar un tanto equívoco, en la medida en que pueden distinguirse básicamente dos modos o maneras de concebir las fuentes del Derecho.

			En primer lugar, puede asignarse la consideración de fuente del Derecho a las fuerzas sociales que crean el Derecho, que crean los distintos tipos de normas jurídicas que configuran el ordenamiento jurídico. Esto equivale a considerar como fuente del Derecho a la persona o personas, o las instituciones que ostentan capacidad o facultad normativa. Es éste un modo de concebir las fuentes del Derecho que incide sobre el modo de producción de las normas jurídicas: los diversos modos de elaborar o crear normas jurídicas, reconocibles en quienes los desarrollan, equivaldrían a diversas fuentes del Derecho. Así, por ejemplo, pueden establecerse binomios como ley (norma jurídica legal), Parlamento (fuente creadora del Derecho contenido en la norma jurídica Ley), o costumbre (norma jurídica consuetudinaria), comunidad o pueblo (fuente creadora del Derecho contenido en la norma jurídica consuetudinaria).

			En segundo lugar, la otra concepción de las fuentes del Derecho las considera desde una perspectiva más formal aparentemente, en tanto que constituyen las distintas formas de expresión o exteriorización que asumen las normas jurídicas. Esto equivale a afirmar que el Derecho se presenta como ley, como costumbre, o como principio general del Derecho, por citar las principales posibilidades de nuestro ordenamiento.

			De estas dos concepciones sobre las fuentes del Derecho nos parece más adecuada la segunda. Con ella se logra identificar con mayor facilidad, dado un ordenamiento jurídico, las formas o modos de manifestarse las normas jurídicas que lo integran. La primera concepción, sin que deba despreciarse su valor enriquecedor con relación a cualquier aproximación a las fuentes del Derecho, tiene más bien el valor descriptivo de un aspecto concreto de las normas jurídicas como son las fuerzas sociales o los poderes que las crean.

			Acerca de las clases de fuentes del Derecho pueden plantearse dos clasificaciones en función de otros tantos criterios:

			— Fuentes formales y materiales. Esta clasificación se corresponde más bien a esa doble posibilidad de concebir las fuentes del Derecho que acaba de señalarse. Fuentes del Derecho formales son las distintas formas que adoptan las normas jurídicas cuando se crean o, lo que es lo mismo, los diversos modos de manifestarse el Derecho positivo. Fuentes del Derecho materiales serían las fuerzas sociales (personas, órganos, instituciones) con capacidad para crear normas jurídicas (en el caso de España, por ejemplo, las fuentes más claras en este sentido serían las Cortes Generales o los Parlamentos de las Comunidades Autónomas).

			— Fuentes directas e indirectas. El criterio para diferenciar estas fuentes vendría determinado por la mayor o menor accesibilidad, directa o indirecta, con relación al Derecho, a las normas jurídicas, que pueden presentar los distintos tipos de fuentes del Derecho. Así, las fuentes directas son las que contienen en sí mismas una norma jurídica (por ejemplo, la ley o la costumbre). Las indirectas son aquellas que no contienen en sí una norma jurídica, pero que pueden contribuir bien a su generación o creación, bien a su aplicación; en algún caso, se las llama también fuentes de conocimiento (entre éstas cabría citar la analogía o la equidad y aquellas que luego se estudiarán como otras fuentes del Derecho: la jurisprudencia y la doctrina jurídica científica).

			II. EL SISTEMA DE FUENTES DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL: LAS FUENTES DEL DERECHO CIVIL COMÚN

			Si se planteara la cuestión de cuáles son las fuentes del ordenamiento jurídico español una respuesta inmediata, aparentemente definitiva, podría obtenerse del artículo 1.1 CC: «Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del Derecho».

			Sin embargo, esta respuesta no puede considerarse enteramente exacta. El artículo 1.1 de nuestro Código Civil sirve para establecer, en todo caso, el sistema de fuentes del Derecho civil común (por tanto, ni siquiera de todos los Derechos civiles existentes en el territorio nacional). Es un precepto que admite una lectura correctora, ya que pecaría, en su pretensión de establecer las fuentes del Derecho español, tanto por exceso como por defecto. Por exceso, en la medida en que no todas las fuentes que ahí se señalan lo son de todos los sectores materiales del ordenamiento jurídico español (piénsese, por ejemplo, en el Derecho penal cuya única fuente posible es la ley). Por defecto, en el sentido de que no se recogen otras fuentes de otros sectores del ordenamiento (así, el convenio colectivo laboral que es fuente del Derecho del trabajo).

			A esta dificultad para establecer con facilidad el sistema de fuentes del ordenamiento jurídico español debe añadirse la existencia en España, a partir de la CE de 1978, de una nueva instancia normativa, como son las Comunidades Autónomas. Efectivamente, una de las grandes novedades que incorpora ésta es el reconocimiento de potestad legislativa a las Comunidades Autónomas. Cualquier determinación de nuestro sistema de fuentes debe hacerse teniendo en cuenta esta nueva realidad.

			Finalmente, debe también tenerse en cuenta a la hora de establecer nuestro sistema de fuentes la integración de España en las Comunidades Europeas, hoy Unión Europea (desde el Tratado de Maastricht de 1992). Con ésta nos encontramos ante otra instancia de producción normativa, capaz incluso de elaborar normas directamente aplicables a y por los ciudadanos de los Estados miembros de la Unión.

			Con estas precauciones y con la base matizada del artículo 1.1 CC, puede proponerse un sistema de fuentes del ordenamiento jurídico español, de marcado carácter civilista, reconociendo la condición de Derecho común que tiene este sector de normas en el ordenamiento jurídico, o, si se prefiere, directamente el sistema de fuentes del Derecho civil español. El mismo estaría integrado por:

			1.º Constitución Española de 1978.

			Por su naturaleza se trata de una norma jurídica legal, de una ley, por lo que debería incluirse en el número cuatro de este sistema. Sin embargo, por su contenido y por sus funciones —entre otras cosas porque contiene los que hemos denominado principios rectores del ordenamiento jurídico— se le reconoce esta posición especial. Un lugar privilegiado en el sistema de fuentes reconocible, por ejemplo, en el hecho de que se trata de la llamada Ley de Leyes, ya que se determinan en la misma quién elabora las normas jurídicas legales y cómo (véase Título III, especialmente Capítulo II).

			2.º Los tratados internacionales.

			Los tratados internacionales, es decir, los acuerdos suscritos entre España y otros sujetos de Derecho internacional, que pueden ser otros Estados u organizaciones internacionales o supranacionales, pueden contener normas jurídicas directamente aplicables en el territorio español y a nacionales españoles. Para ello se requiere, señala el artículo 1.5 CC, que pasen «a formar parte del ordenamiento interno mediante su publicación íntegra en el Boletín Oficial del Estado». Una vez incorporados a nuestro ordenamiento jurídico, los Tratados (que priman sobre las normas de rango legal, sean éstas anteriores o posteriores, pero no sobre la Constitución (art. 95.2 CE y art. 32 LOTC), pueden y deben ser aplicados directamente (DE PABLO CONTRERAS).

			Los diferentes tipos de tratado, en función de su contenido y de su procedimiento de conclusión, se regulan en el Capítulo III del Título III de la Constitución (arts. 93 a 96).

			3.º Derecho de la Unión Europea.

			Como se ha señalado, la integración de España en la Unión Europea supone la incorporación en nuestro sistema de fuentes de normas jurídicas procedentes de las instituciones comunitarias, algo de especial importancia con relación a alguno de los tipos de éstas (los Reglamentos, directamente invocables y aplicables por los ciudadanos de los Estados miembros).

			4.º Derecho escrito interno (ley y reglamento).

			La expresión Derecho escrito interno es indudablemente amplia. En ella hay que entender comprendidos tanto a la norma jurídica legal estrictamente hablando, es decir, a la ley parlamentaria, como a la otra norma jurídica formulada por escrito, pero creada no por órganos del poder legislativo, sino del poder ejecutivo. Nos referimos, en este último caso, al reglamento. Igualmente, debe matizarse que esta expresión de Derecho escrito interno comprendería tanto las leyes y los reglamentos estatales como las leyes y reglamentos autonómicos, amén de otras normas jurídicas reglamentarias provenientes de otras administraciones (administración local o institucional).

			5.º Costumbre.

			6.º Principios generales del Derecho.

			Este sistema de fuentes exige un par de puntualizaciones.

			En primer lugar, hay que reiterar que se trata de un sistema de fuentes preponderantemente civil, o, si se prefiere, directamente del sistema de fuentes del Derecho civil común. En él se incluyen fuentes del Derecho que no rigen para otros sectores del ordenamiento jurídico (por ejemplo, el Derecho penal o el Derecho tributario), o se dejan fuera fuentes de otros sectores (Derecho del trabajo). Debe insistirse en que se trata del sistema de fuentes del Derecho civil común y no de todos los Derechos civiles españoles, ya que en alguno de éstos, la costumbre (por ejemplo, en el Derecho foral navarro) es la primera fuente del Derecho.

			En segundo lugar, debe señalarse que es un sistema articulado en función de unos principios que lo ordenan y sistematizan, básicamente el de jerarquía aunque no sólo. El principio de jerarquía es el que establece el orden entre las distintas fuentes. Ha de completarse con el principio de competencia que resuelve la relación entre la legislación estatal y la legislación autonómica, y con los principios de efecto directo y primacía o prevalencia que hacen lo propio con el Derecho de la Unión Europea y el Derecho estatal.

			A continuación van a tratarse con mayor detenimiento las fuentes determinadas en el artículo 1.1 CC, la ley, la costumbre y los principios generales del Derecho, si bien haremos también una breve referencia a las otras.

			III. LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978

			La Constitución Española (CE) actualmente vigente fue promulgada en diciembre de 1978. Responde al modelo contemporáneo de constituciones (inaugurado por la de la República de Weimar en 1919), caracterizado por recoger, de un lado, un listado de derechos fundamentales y libertades públicas y, de otro, la organización de los poderes del Estado.

			Nuestra Constitución tiene la siguiente estructura:

			— Preámbulo.

			— Título Preliminar (arts. 1 a 9).

			— Título I, «De los derechos y deberes fundamentales» (arts. 10 a 55).

			— Título II, «De la Corona» (arts. 56 a 65).

			— Título III, «De las Cortes Generales» (arts. 66 a 96).

			— Título IV, «Del Gobierno y de la Administración» (arts. 97 a 107).

			— Título V, «De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales» (arts. 108 a 116).

			— Título VI, «Del poder judicial» (arts. 117 a 127).

			— Título VII, «Economía y Hacienda» (arts. 128 a 136).

			— Título VIII, «De la organización territorial del Estado» (arts. 137 a 158).

			— Título IX, «Del Tribunal Constitucional» (arts. 159 a 165).

			— Título X, «De la reforma constitucional» (arts. 166 a 169).

			— Disposiciones adicionales, transitorias, derogatoria y final.

			Dado su carácter singular y la posición que ocupa en el ordenamiento jurídico, debe subrayarse el carácter normativo de la Constitución. Ciertos de sus contenidos, de índole programática y organizativa, han hecho dudar a algunos de dicho carácter e incluso de que se tratase de una norma jurídica. Desde el punto de vista técnico-jurídico es una «ley», especial, sin duda, pero ley al fin y al cabo. Su carácter normativo se constata en el hecho de que vincula a todos los poderes del Estado y a los ciudadanos en general, resultando muchos de sus preceptos directamente aplicables. Como dice el artículo 5.1 LOPJ, «y vincula a todos los jueces y Tribunales, quienes interpretarán y aplicarán las leyes y los reglamentos según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional en todo tipo de procesos». De ahí que, «cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución», debe plantear al Tribunal Constitucional una cuestión de constitucionalidad (art. 163 CE; también, arts. 35.1 LOTC y 5.2 LOPJ).

			La Constitución, por tanto, se sitúa en un plano jerárquicamente superior al de la ley. Siendo el garante final de dicha superioridad el Tribunal Constitucional (MUÑOZ MACHADO).

			Una de las novedades de la CE, como ya se ha insistido, se encuentra en su Título VIII, dedicado a la organización territorial del Estado, en la medida en que supone la creación de las Comunidades Autónomas, nueva instancia territorial con capacidad normativa al máximo nivel (legislativo).

			IV. EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COMUNITARIO

			Las llamadas Comunidades Europeas tienen su origen en una serie de tratados suscritos por diversos Estados europeos en París y Roma en los años cincuenta. Dichos tratados supusieron la creación de una organización supraestatal, conocida a partir de 1992 como Unión Europea. Lo que nos interesa especialmente es el hecho de que las Comunidades antes y ahora la Unión Europea tienen capacidad de producción normativa. Es decir, que entre las normas que afectan o que incluso son directamente aplicables a y por los nacionales españoles se encuentran algunas promulgadas en el seno de la Unión Europea.

			El ordenamiento jurídico comunitario es un verdadero ordenamiento ya que posee su propio sistema de fuentes que emanan de las instituciones de la Unión Europea y, asimismo, goza de mecanismos y procedimientos tanto de aplicación de las normas como de sanción por su incumplimiento en defensa de los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos europeos. Está compuesto por los denominados Derecho originario y Derecho derivado.

			El Derecho originario está formado por los tratados originarios de las Comunidades Europeas, junto a las sucesivas modificaciones que los mismos han tenido y los distintos tratados de adhesión de los Estados miembros. El Derecho originario se sitúa a la cabeza del ordenamiento jurídico comunitario. Como ha dicho el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, sus normas tienen una naturaleza constitucional y en función de ello las normas de los Tratados de la Comunidad sirven de parámetro de validez y de interpretación de las normas aprobadas por las instituciones de la Comunidad, de los propios Estados y del Derecho surgido de compromisos internacionales. La primacía de los Tratados en defensa de los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos está garantizada también por la existencia de vías de recurso jurisdiccional ante el Tribunal de Justicia y ante los tribunales nacionales.

			Por su parte el Derecho derivado está integrado por las normas y actos jurídicos adoptados por las instituciones comunitarias en el ejercicio de las competencias normativas que les atribuyen los Tratados. De entre los diversos tipos de normas que se producen en la Unión Europea, hay dos especialmente relevantes: el reglamento y la directiva.

			El reglamento es una norma de alcance general, obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro de la Unión (véase art. 249 TCE). Frente a otras normas comunitarias, el reglamento puede ser usado directamente por los nacionales de los Estados, sin necesidad de que medie ningún tipo de complemento o adaptación por parte de éstos. Un ciudadano español puede invocar un reglamento comunitario como norma en la que basar una pretensión planteada ante los tribunales.

			La directiva, por su parte, es una norma cuyos destinatarios son los Estados miembros de la Unión (uno, varios o todos). Esta norma les impone una obligación de resultado en el sentido de adaptar su Derecho interno a lo previsto en la Directiva. No es, por tanto, una norma directamente aplicable por los nacionales de los Estados, sino que debe mediar la actividad de éstos. Sea como fuere, su incidencia sobre los ordenamientos jurídicos nacionales es muy importante existiendo sectores (por ejemplo, el llamado Derecho de los consumidores) en cuya conformación han sido cruciales. En España las directivas son transpuestas por el Estado o por las CCAA según el reparto competencial establecido, si bien, el responsable del cumplimiento correcto y en plazo de esa transposición ante la Unión Europea es siempre y únicamente el Estado español como Estado miembro de pleno derecho de la Unión. En este ámbito, España ha sido sancionada en reiteradas ocasiones en virtud de este procedimiento de recurso. Por ejemplo, y entre otras, en materia de contratos públicos en la sentencia de 13 de enero de 2005, que condenó a España al excluir del ámbito de aplicación subjetivo del texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas a determinadas entidades y al excluir del ámbito de aplicación objetivo de este texto refundido los convenios de colaboración que celebren las Administraciones Públicas con las demás entidades públicas y, por tanto, también los convenios que constituyeran contratos públicos a efectos de dichas directivas. También ha sido sancionada España en otras materias, como, por ejemplo, en las conocidas como «acciones de oro», «golden share» o «action spécifique», mecanismo este que permite a los Gobiernos nacionales intervenir en algunas operaciones de empresas privatizadas. Ejemplo de este último caso fue la sentencia del Pleno del TJCE de 13 de mayo de 2003, en el asunto C-463/2000, Comisión de las Comunidades Europeas contra el Reino de España que puso de actualidad en España la posible compatibilidad de ciertas medidas adoptadas por parte de los Estados miembros, para mantener el poder de control y dirección de las empresas públicas que habían sido privatizadas, con determinados principios recogidos en el Tratado de la Comunidad Europea (TCEE), en particular, el relativo a la libertad de establecimiento y la libre circulación de capitales (arts. 43 y 56 TCEE).
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